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Novedades de la Corte Interamericana  
de Derechos Humanos

James Vértiz Medina

Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros 
Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2018. Serie C No. 346 

I. 	 Hechos. El caso versa sobre la violación del derecho 
a la propiedad colectiva del pueblo indígena Xucuru como 
consecuencia de la alegada demora de más de 16 años en el 
proceso administrativo de reconocimiento, titulación, demar-
cación y delimitación de sus tierras y territorios ancestrales; 
y en la demora en su saneamiento total de manera de poder 
ejercer pacíficamente tal derecho. Asimismo, se relaciona con 
la presunta violación a las garantías judiciales y a la protec-
ción judicial, como consecuencia del alegado incumplimiento 
del plazo razonable en el proceso administrativo respectivo, 
así como la demora en resolver acciones civiles iniciadas por 
personas no indígenas con relación a parte de las tierras y terri-
torios ancestrales del pueblo indígena Xucuru. 

II. 	Fondo. En este caso, la Corte Interamericana destacó que el 
artículo 21 de la Convención Americana protege la estrecha vin-
culación que los pueblos indígenas guardan con sus tierras, así 
como con sus recursos naturales y los elementos incorporales 
que se desprendan de ellos, y que entre los pueblos indígenas y 
tribales existe una tradición comunitaria sobre una forma comu-
nal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que 
la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el 
grupo y su comunidad. Que tales nociones del dominio y de la 
posesión sobre las tierras no necesariamente corresponden a la 
concepción clásica de propiedad, pero la Corte ha establecido 
que merecen igual protección del artículo 21 de la Convención 
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Americana. Desconocer las versiones específicas del derecho al 
uso y goce de los bienes, dadas por la cultura, usos, costumbres 
y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener que sólo 
existe una forma de usar y disponer de los bienes, lo que a su 
vez significaría hacer ilusoria la protección de tal disposición 
a estos colectivos. Al desconocerse el derecho ancestral de los 
miembros de las comunidades indígenas sobre sus territorios, 
se podría estar afectando otros derechos básicos, como el 
derecho a la identidad cultural y la supervivencia misma de las 
comunidades indígenas y sus miembros.

Asimismo recordó su jurisprudencia respecto a la propiedad 
comunitaria de las tierras indígenas, según la cual se indica inter 
alia que: 1) la posesión tradicional de los indígenas sobre sus 
tierras tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio que 
otorga el Estado; 2) la posesión tradicional otorga a los indígenas 
el derecho a exigir el reconocimiento oficial de propiedad y su 
registro; 3) los miembros de los pueblos indígenas que por cau-
sas ajenas a su voluntad han salido o perdido la posesión de sus 
tierras tradicionales mantienen el derecho de propiedad sobre 
las mismas, aún a falta de título legal, salvo cuando las tierras 
hayan sido legítimamente trasladadas a terceros de buena fe; 4) 
el Estado debe delimitar, demarcar y otorgar título colectivo de 
las tierras a los miembros de las comunidades indígenas; 5) los 
miembros de los pueblos indígenas que involuntariamente han 
perdido la posesión de sus tierras, y éstas han sido trasladadas 
legítimamente a terceros de buena fe, tienen el derecho de recu-
perarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad; 6) 
el Estado debe garantizar la propiedad efectiva de los pueblos 
indígenas y abstenerse de realizar actos que puedan llevar a 
que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con 
su aquiescencia o su tolerancia, afecten la existencia, el valor, 
el uso o el goce de su territorio; 7) el Estado debe garantizar el 
derecho de los pueblos indígenas de controlar efectivamente y 
ser propietarios de su territorio sin ningún tipo de interferencia 
externa de terceros, y 8) el Estado debe garantizar el derecho de 
los pueblos indígenas al control y uso de su territorio y recursos 
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naturales. Con respecto a lo señalado, la Corte ha sostenido que 
no se trata de un privilegio para usar la tierra, el cual puede ser 
despojado por el Estado u opacado por derechos a la propiedad 
de terceros, sino de un derecho de los integrantes de pueblos 
indígenas y tribales para obtener la titulación de su territorio a 
fin de garantizar el uso y goce permanente de dicha tierra.

En esta sintonía resaltó que la falta de una delimitación y 
demarcación efectiva por el Estado de los límites del territorio 
sobre los cuales existe un derecho de propiedad colectiva de 
un pueblo indígena puede crear un clima de incertidumbre per-
manente entre los miembros de los pueblos referidos en cuanto 
no saben con certeza hasta dónde se extiende geográficamente 
su derecho de propiedad colectiva y, consecuentemente, des-
conocen hasta dónde pueden usar y gozar libremente de los 
respectivos bienes.

También enfatizó que en atención al principio de seguridad 
jurídica, es necesario materializar los derechos territoriales de 
los pueblos indígenas a través de la adopción de medidas legis-
lativas y administrativas necesarias para crear un mecanismo 
efectivo de delimitación, demarcación y titulación, que reco-
nozca tales derechos en la práctica, y que, el reconocimiento de 
los derechos de propiedad colectiva indígena debe garantizarse 
a través del otorgamiento de un título de propiedad formal, 
u otra forma similar de reconocimiento estatal, que otorgue 
seguridad jurídica a la tenencia indígena de la tierra frente a 
la acción de terceros o de los agentes del propio Estado. Un 
reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las tierras, 
territorios o recursos indígenas carece de sentido si no se esta-
blece, delimita y demarca físicamente la propiedad. 

En tal sentido, indicó que cuando existan conflictos de inte-
reses en las reivindicaciones indígenas, o cuando el derecho a la 
propiedad colectiva indígena y la propiedad privada particular 
entran en contradicciones reales o aparentes, habrá de valo-
rarse caso por caso la legalidad, necesidad, proporcionalidad y 
el logro de un objetivo legítimo en una sociedad democrática 
(utilidad pública e interés social), para restringir el derecho 
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de propiedad privada, por un lado, o el derecho a las tierras 
tradicionales, por el otro, sin que la limitación a este último, 
implique la denegación de su subsistencia como pueblo. Esa 
tarea corresponde exclusivamente al Estado, sin discriminación 
alguna y tomando en cuenta la relación especial que los pue-
blos indígenas tienen con sus tierras. No obstante, la Corte hizo 
una distinción entre la ponderación de derechos que en ocasio-
nes resultará necesaria durante un proceso de reconocimiento, 
demarcación y titulación de los derechos territoriales de los 
pueblos interesados; y el proceso de saneamiento. Éste último 
normalmente requerirá que los derechos de propiedad colectiva 
ya hayan sido definidos.

III.	Reparaciones. Entre otras medidas le ordenó al Estado de 
Brasil garantizar de manera inmediata y efectiva el derecho de 
propiedad colectiva del Pueblo Indígena Xucuru sobre su terri-
torio, de modo que no sufran ninguna intrusión, interferencia 
o afectación por parte de terceros o agentes del Estado que 
puedan menoscabar la existencia, el valor, el uso o el goce de 
su territorio; concluir el proceso de saneamiento del territorio 
indígena Xucuru, con extrema diligencia, realizar los pagos de 
indemnizaciones por mejoras de buena fe pendientes y remover 
cualquier tipo de obstáculo o interferencia sobre el territorio en 
cuestión, de modo a garantizar el dominio pleno y efectivo del 
Pueblo Xucuru sobre su territorio en el plazo no mayor a 18 
meses.

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre 2017. Serie C No. 344

I.	 Hechos. El caso se refiere a la violación de los derechos 
a las garantías judiciales y a la protección judicial en perjuicio 
de 84 trabajadores de Petroperú, 39 trabajadores del Ministerio 
de Educación, 15 trabajadores del Ministerio de Economía y 
Finanzas y 25 trabajadores de la Empresa Nacional de Puertos, 
como consecuencia de la falta de respuesta judicial adecuada y 
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efectiva frente a sus ceses colectivos, ocurridos entre los años 
de 1996 y 1998, en el marco de los procesos de racionalización 
del personal ocurridos en las entidades públicas en las que 
trabajaban en la década de los noventa. 

II.	 Fondo. El Tribunal de San José inició su examen sobre el 
fondo señalando que, los trabajadores cesados de Petroperú, 
Minedu, MEF, y Enapu se encontraban en situación similar a 
la de las víctimas de los casos Aguado Alfaro y otros y Canales 
Huapaya y otros, de modo que en ese sentido, consideró, en lo 
pertinente, la aplicabilidad de estos precedentes para analizar 
los hechos del presente caso. 

En el asunto examinado concluyó que resultaron violados, 
entre otros, el derecho a la garantías judiciales y a la protec-
ción judicial debido a que las acciones de amparo presentadas 
por los trabajadores se enmarcaron en un contexto de falta de 
independencia e imparcialidad de los miembros del Tribunal 
Constitucional, que a ese entonces, se encontraba conformado 
por cuatro magistrados, debido a que el Congreso destituyó a los 
otros tres titulares de la más alta instancia de la jurisdicción; por 
la falta de motivación adecuada de una sentencia; así como por 
la falta de revisión judicial suficiente de un recurso interpuesto.

Por otro lado, en lo que respecta a la alegada violación al 
derecho al trabajo, la Corte reiteró y trascribió sus considera-
ciones vertidas en su precedente en el caso Lagos del Campo 
Vs. Perú, en el cual afirmó su competencia para conocer y 
resolver controversias relativas al artículo 26 de la Convención 
Americana. En ese sentido, determinó que el derecho al trabajo 
incluye el derecho a garantizar el acceso a la justicia y a la tutela 
judicial efectiva, tanto en el ámbito público como en el ámbito 
privado de las relaciones laborales. En consecuencia, concluyó 
que, dado que los trabajadores de Petroperú, Enapu, Minedu y 
MEF no gozaron de acceso a un recurso judicial efectivo para 
cuestionar la irregularidad de sus ceses, también se configuró 
una violación del artículo 26 de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo instrumento.
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III.	Reparaciones. La Corte estableció, entre otras medidas 
de reparación, el pago de indemnizaciones compensatorias en 
concepto de lucro cesante y daño moral a favor de las víctimas. 
Empero, no hizo lugar al pedido de reincorporación o reposición 
de los trabajadores en sus antiguos cargos o en otros análogos, 
justificando su decisión en los diversos niveles de complejidad 
y operatividad que implica el transcurso de aproximadamente 
25 años de los ceses laborales ocurridos en el presente caso. 

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341

I.	 Hechos. El caso se relaciona con las desapariciones forza-
das de 14 persona y por la presunta ejecución extrajudicial de 
otra persona por miembros del grupo de autodefensas campe-
sinas en cooperación con integrantes del ejército colombiano, 
ocurridas en la Vereda La Esperanza, municipio de El Carmen 
de Viboral, Departamento de Antioquia, entre el 21 de junio 
y el 27 de diciembre de 1996, así como también por la falta 
de garantía en el acceso a la justicia de las presuntas víctimas 
en el marco del proceso penal ordinario y ante la jurisdicción 
especial de Justicia y Paz por los hechos del presente caso. 

II.	 Fondo. En el caso bajo examen el Estado reconoció par-
cialmente su responsabilidad internacional. Al tratar sobre la 
violación del derecho a las garantías judiciales y a la protec-
ción judicial se alegó la responsabilidad del Estado por una 
demora prolongada de más de doce años en las investigaciones 
desarrolladas en la jurisdicción ordinaria y en la jurisdicción 
especial de Justicia y Paz. Al respecto la Corte señaló que el 
tiempo que han tomado ambos procesos se debe a la extrema 
complejidad que reviste el mismo y considera que el caso sub 
examine se encuentra enmarcado en el ámbito de un proceso de 
desmovilización masivo de miembros de grupos armados que 
se traduce en una importante cantidad de actuaciones judiciales 
referidas a miles de hechos delictivos y de víctimas que deben 
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ser investigados simultáneamente por las autoridades judiciales, 
de modo que no encontró vulnerado la garantía judicial del 
plazo razonable.

En lo que se refiere a la presunta violación al derecho a la 
verdad, el Tribunal Interamericano destacó que toda persona, 
incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones 
a derechos humanos, tiene el derecho a conocer la verdad. Por 
lo tanto, los familiares de las víctimas y la sociedad deben ser 
informados de todo lo sucedido con relación a dichas viola-
ciones. Asimismo añadió que, si bien el derecho a conocer la 
verdad se ha enmarcado fundamentalmente en el derecho de 
acceso a la justicia, lo cierto es que este derecho a la verdad 
tiene autonomía ya que aquel tiene una naturaleza amplia y 
su vulneración puede afectar distintos derechos contenidos 
en la Convención Americana, dependiendo del contexto y 
circunstancias particulares del caso. Por último, invocando su 
jurisprudencia consideró que, en particular en casos de desapa-
rición forzada, el derecho a conocer el paradero de las víctimas 
desaparecidas constituye un componente esencial del derecho 
a conocer la verdad.

Respecto de la utilización del mecanismo de racionalización 
de la acción penal denominado “priorización” recordó que el 
mismo se encuentra en concordancia con lo establecido por 
distintas entidades internacionales y que en el presente caso 
no cabe duda que los criterios de priorización utilizados fueron 
claros. Además, reiteró que no era un órgano de cuarta instan-
cia y que no le corresponde pronunciarse sobre la idoneidad 
de determinado mecanismo de priorización establecido a nivel 
nacional con relación a otro.

III.	Reparaciones. En materia reparatoria la Corte concluyó 
que para que no resulte procedente ordenar reparaciones adi-
cionales a las ya otorgadas en el ámbito interno, es insuficiente 
que el Estado reconozca que estas ya han sido otorgadas, o que 
pueden ser otorgadas, a través de los recursos administrativos o 
judiciales disponibles a nivel interno, sino que, adicionalmente, 
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debe evaluarse si efectivamente reparó las consecuencias de la 
medida o situación que configuró la vulneración de derechos 
humanos en un caso concreto, si estas reparaciones son adecua-
das, o si existen garantías de que los mecanismos de reparación 
interna son suficientes. Entre otras medidas ordenó al Estado 
continuar con las investigaciones y procesos judiciales en curso 
que correspondan y levantar un monumento en la memoria de 
las personas desaparecidas y de la ejecutada así como otorgar 
becas para realizar estudios en una universidad pública a los 
hijos de las víctimas que así lo soliciten.
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